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			A todas las mujeres para las que, 

			por desgracia, este libro llega tarde.
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			¿Por qué hablamos de justicia con perspectiva de género?

			Cuando me propusieron acometer este proyecto, pensé, además de ponerme a dar saltos de alegría –atrevida que es una-, que lo primero que había que hacer era preguntarse el porqué de la perspectiva de género, y, por descontado, el porqué de su necesidad o no. Obviamente, la respuesta no será una sorpresa para nadie, ya que si fuera negativa, sobraría todo lo que va a venir a continuación y yo me ahorraría la labor de escribir y se ahorraría la de leer quien fuera a hacerlo.

			Pero no todo iba a ser tan fácil. Así que, dando vueltas al tema, pensé más y me di cuenta que la pregunta tendría que ser más bien la contraria: ¿Por qué no hablamos de perspectiva de género? ¿Por qué hoy, en pleno siglo XXI y en una sociedad democrática, todavía hay mucha gente formada a quien parece producir urticaria el solo hecho de mencionar esas tres palabras juntas? ¿Por qué existe una especie de resistencia numantina a que ese concepto penetre en nuestra legislación y jurisprudencia, además de impregnar el ordenamiento jurídico y su aplicación? Y las respuestas a esas preguntas ya no resultan tan fáciles. Aunque, como dijo alguien, lo que es fácil no merece realmente la pena. 

			La perspectiva de género no es un invento nuevo ni mucho menos extravagante. La Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer de Naciones Unidas, celebrada en 1995 -hace más de veinte años, ahí es nada- defendió la incorporación de una perspectiva de género como un enfoque fundamental y estratégico para alcanzar los compromisos en igualdad de género. Por su parte, el mandato sobre igualdad de género tiene como base la Carta de las Naciones Unidas que, de manera inequívoca reafirmó la igualdad de derechos de hombres y mujeres. Este mandato, complementado con el empoderamiento –otro término que produce rechazo en ciertos ámbitos- de las mujeres, está acordado universalmente por los estados miembros y engloba todos los ámbitos de la paz, el desarrollo y los derechos humanos, tal como consta en la propia web de la ONU. De modo que si la propia Organización de Naciones Unidas reconoce, consagra y fomenta la aplicación de la perspectiva de género desde hace más de veinte años, no debería suponer ningún problema hacerlo en nuestro propio ámbito judicial y legislativo. Más bien lo contrario, el problema debería ser no reconocerla ni aplicarla. Más aún para para juristas. Sin embargo, como sabemos, la realidad es más bien otra.

			Por su parte, la enciclopedia colaborativa Wikipedia –que, aunque no sea el súmmum de la dogmática es muy ilustrativa sobre el saber general de hoy en día- define la perspectiva de género como “una categoría analítica que acoge a todas aquellas metodologías y mecanismos destinados al estudio de las construcciones culturales y sociales propias para los hombres y las mujeres, lo que identifica lo femenino y lo masculino con el trasfondo de la desigualdad entre géneros en todas las clases sociales”. Continúa diciendo que se le denomina también “enfoque de género”, “visión de género” y “análisis de género”, términos éstos que tampoco gozan de popularidad en determinados ámbitos jurídicos –y no jurídicos, por descontado-. Así que tampoco esta definición contiene nada subversivo ni revolucionario que deba producir rechazo. A salvo, claro está, de que se considere subversivo o revolucionario el hecho de considerar que las mujeres tenemos los mismos derechos que los hombres.

			La legislación española, y nuestra Carta Magna en particular, tampoco es ajena a ese mandato de igualdad de género, por más que ni la Constitución ni ninguna ley estatal se haya atrevido, al menos de momento, en introducir el término en su literalidad. No está de más recordar que la Constitución, que, aunque más joven que la Carta de Naciones Unidas, ya ha cumplido cuarenta años, habla del derecho a la igualdad en su artículo 14 en los siguientes términos: “los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social”. Por tanto y, al margen de que el lenguaje inclusivo brilla por su ausencia -de lo que ya se hablará más adelante- no cabe ninguna duda de que la igualdad en general, y la igualdad por razón de sexo en particular es uno de los pilares de nuestra sociedad democrática.

			En el caso de nuestro país, se trató en su día de una verdadera novedad, de una revolución en el mejor sentido de la palabra. No podemos olvidar que, antes del advenimiento de la democracia, nuestro ordenamiento jurídico pivotaba, al igual que la sociedad, en el principio contrario, la absoluta desigualdad de género. La legislación consagraba en el BOE (Boletín Oficial del Estado) los roles de género atribuidos para mujeres y hombres por el Régimen, que consideraba a las mujeres sujetos jurídicos de segunda clase y las arrinconaba en los márgenes del hogar y el cuidado de los hijos.

			Los ejemplos son, por desgracia, muchos y muy variados, pero quizás sea conveniente echar la vista atrás y citar algunos de ellos para percatarnos de la verdadera revolución de la que hablaba, aunque llegara con años de retraso. Las mujeres no podían abrir una cuenta corriente, viajar, alquilar un piso y ni siquiera administrar su propio sueldo –las pocas que lo tenían- sin el permiso expreso de sus maridos o de sus padres, en virtud de lo que se llamaba “licencia marital” y que no fue derogado hasta 1975. Tampoco podían ostentar por sí solas la patria potestad de sus hijos e hijas hasta la reforma de 1981, año a partir del cual se reinstauró el divorcio, que ya había existido durante la Segunda República y fue derogado por la dictadura franquista. Y los hombres podían dar a sus hijos e hijas en adopción sin contar con el consentimiento de la madre hasta 1970.

			La ley tampoco permitía que las mujeres accedieran a determinadas profesiones hasta diciembre de 1966, como la judicatura y la fiscalía –como veremos en el apartado correspondiente- o las Fuerzas Armadas y fuerzas y cuerpos de seguridad, aunque de facto su desembarco no tuvo lugar hasta bien entrados los años 70. También las empresas públicas adoptaban de pleno esta política de desigualdad legal, despidiendo automáticamente a las mujeres que trabajaban en ellas, como las telefonistas, en el momento que contraían matrimonio, eso sí, haciéndoles entrega de una cantidad de dinero a modo de premio por su casamiento.

			Para ilustrar esta situación, citaré una frase que oí a una prestigiosa oncóloga valenciana, Ana Lluch, que contaba que consiguió “que le permitieran” investigar para curar el cáncer, pero no podía alquilar un laboratorio para hacerlo sin la firma de su marido.

			El Derecho Penal era un fiel reflejo de estas ideas aunque, curiosamente –o no- la mujer era considerada sujeto con plena capacidad jurídica para ser castigada, en ocasiones más duramente que sus congéneres varones, pero carecía de tal capacidad jurídica plena para ejercitar y reclamar sus derechos. Fruto de ello, existía un precepto que castigaba el adulterio femenino con mucho más rigor que el masculino, que ni siquiera se llamaba “adulterio” sino “amancebamiento”. De otro lado, ni la violencia de género ni la doméstica tenían ningún reflejo en el Código Penal para castigar al varón. En esta línea, el llamado “uxoricidio en adulterio”, esto es, matar a la esposa por causa de infidelidad, recibía un tratamiento tan privilegiado que se castigaba al asesino únicamente con pena de destierro, sin que procediera la imposición de pena alguna si no lograba su propósito y fallaba el golpe, aunque la mujer quedara con graves lesiones.

			Respecto a ello, y particularmente respecto a la violencia de género, un supuesto práctico puede mostrar la realidad de la situación. Hasta las primeras reformas, que empezaron a asomar con timidez en 1989 y culminaron con la ley integral de 2004, el hecho de golpear a la esposa era una mera falta –la infracción penal más leve- salvo que se causaran lesiones graves por su resultado. Así, si la mujer que había recibido una paliza que la había llenado de moratones se decidía a denunciar y conseguía saltar todas las trabas, que no eran pocas, para continuar con el proceso y lograr una sentencia condenatoria para su marido maltratador, se encontraba con que a este se le imponía una pena de arresto domiciliario. Esto es, que después del calvario judicial y del reproche social con el que se la estigmatizaba, se encontraba con que al agresor lo mandaban castigado a su propia casa, que compartía con ella, de la que no podía salir. De modo que el castigo acababa siendo para ella, obligada a seguir conviviendo con su agresor que ni siquiera podía darle el respiro de salir en algún momento de casa, y con un resentimiento y un ánimo de venganza que, a buen seguro, acabaría pagando ella. A nadie se le escapará la conclusión de que la mujer difícilmente volviera a tener la ocurrencia de denunciar a su marido, por más que volviera a ensañarse con ella. Una especie de aviso a navegantes instado desde la ley y bendecido por una sentencia.

			La jurisprudencia no era, ni mucho menos, ajena al espíritu imperante. Así, su interpretación del delito de violación era en muchos casos todo lo contrario a lo que hoy entendemos como perspectiva de género. A las mujeres se les exigía una resistencia heroica para considerar que hubieran sido intimidadas y por tanto, la violación mereciera castigo. Y no se consideraba violación el acto sexual violento cometido contra una prostituta, ya que, entendiéndose que el bien jurídico protegido era la honestidad, y no la libertad sexual, se concluía que las mujeres que ejercían la llamada profesión más antigua del mundo no eran en absoluto honestas y, por tanto, no estaban en posesión de ese bien jurídico que se protegía con el castigo de las agresiones sexuales. De otra parte, tampoco se consideraba violación la cometida contra la propia esposa, puesto que, entendiendo que entre los deberes de la buena esposa se encontraba el llamado débito conyugal –o sea, la obligación acceder a los deseos sexuales del marido en cualquier momento y circunstancia-, el acceso carnal con la propia mujer nunca podía ser ilícito y, mucho menos, delictivo.

			De este pequeño recorrido por nuestro pasado más inmediato, no se puede sacar otra conclusión que la de que lo ocurrido a partir del último tercio del siglo XX hasta los primeros años del siglo XXI fue una verdadera revolución, con todas las letras. Se dio la vuelta como un calcetín a uno de los ejes sobre los que había pivotado el sistema a lo largo de cuarenta años, la absoluta desigualdad de género, para dar lugar a una etapa nueva en el sentido absolutamente opuesto.

			En todo este trayecto hasta la igualdad tal vez los hitos más importantes vinieron constituidos, una vez derogadas las leyes del franquismo, por la ley integral contra la violencia de género de 2004 y la ley para la igualdad efectiva de hombres y mujeres de 2007. Nuestro sistema parecía estar completo y la meta de la igualdad al alcance de todas.

			Pero, como dice el refranero, “del dicho al hecho hay un buen trecho”. Y a partir de ahí parece que se ha ralentizado la marcha, e incluso frenado en algunos puntos. Las leyes carecen de medios, y a veces, de voluntad, para su implementación, y la realidad muestra un marcado divorcio con una legislación –por más que todo sea susceptible de mejorar-casi irreprochable.

			Y precisamente de ahí, empieza a asomar la respuesta a la pregunta que se formulaba al principio, la de por qué es necesaria esa perspectiva de género que se reclama. Aun sin nombrarlo directamente, no cabe duda que todo el movimiento que logró cambiar una legislación basada en la desigualdad de derechos y el machismo a una que apuesta firmemente por la igualdad, fue una muestra de aplicación de la perspectiva de género en toda regla. Y lo fue, entre otras cosas, porque lo mandaba la Constitución aprobada por toda la ciudadanía española tras tantos años de dictadura y conculcación de derechos.

			Pero –y ahí está el problema- parece que nos paramos ahí. Parece que se creyó que estaba todo conseguido y que las cosas andarían solas. Y la igualdad, como si de una planta delicada se tratara, necesita que la reguemos cada día, para evitar que las malas hierbas del machismo se aferren a ella y acaben asfixiándola. Y ahí es donde se está fallando. La legislación pareció paralizada durante mucho tiempo, y más todavía los medios que hacen necesario que esa legislación se aplique, tanto normativos como fácticos y económicos.

			Por lo que a la Justicia respecta, es más que evidente que se creyó que estaba todo el camino andado. Que bastaban unas pautas legislativas para cambiar el modo de administrarla. Pero recordemos que el Código Civil, de aplicación general para todos los campos del Derecho, establece en su artículo 3 que las normas se interpretarán según la realidad social en que deban ser aplicadas. Por eso es necesaria la aplicación de esa perspectiva de género, porque forma parte de esa realidad social. O al menos, debería de hacerlo.

			Dos casos con bastante repercusión en su día pueden servir como muestra de todo esto. El primero sería el de la sentencia conocida como “sentencia de la minifalda” dictada por la Audiencia Provincial de Lérida en febrero de 1989 –por tanto, consolidada la democracia, aunque antes del nuevo Código Penal y de la citada legislación sobre igualdad-, que condenaba al acusado por delito de abusos deshonestos –hoy sería abuso sexual-, si bien se refería a la víctima diciendo que “pudo provocar, si acaso inocentemente, al acusado por su vestimenta”, lo cual hacía que la pena se aplicara a la baja. Esta sentencia fue confirmada en su día por el Tribunal Supremo.

			El segundo de los casos a que aludía era el que fue conocido popularmente como “sentencia del alfiler” y en el que el Tribunal Supremo revocaba en 1991 la condena de la Audiencia Provincial de Barcelona por violación a un individuo que intimidó a su víctima valiéndose de un alfiler, diciendo que la víctima “se resistió poco ante la mera alusión a la amenaza de pincharla”, y por tanto, entendiendo que la intimidación no era suficientemente “seria y grave”, acaba revocando la condena inicial y absolviendo al acusado.

			Tal vez alguna de estas frases resulta dolorosamente conocida. O tal vez no. La cuestión es ¿se dictarían en la actualidad sentencias de esta índole? ¿Hemos avanzado lo suficiente en la senda de igualdad para que no existan sentencias de este tipo?

			No respondas ahora. Hazlo después de haber leído estas reflexiones.

			Y quedémonos de momento con la definición de Justicia que, aunque proviene del Derecho Romano –Ulpiano, siglo III-, puede ser aplicable a todo tiempo y lugar: «La justicia es la constante y perpetua voluntad de dar a cada uno lo suyo».
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			2.1. Justicia, género y perspectiva de género

			Ya se hizo alusión en el capítulo anterior a la definición de Justicia de Ulpiano como “dar a cada uno lo suyo” que, aunque data del Derecho Romano, es válida a día de hoy. Pero es preciso saber un poco más, sobre todo qué es lo que dice nuestra Constitución al respecto y cuál es la diferencia con otros conceptos cercanos pero no sinónimos, como “Administración de justicia”.

			A la Administración de justicia dedica un título entero la Constitución, el titulo VI, de la cual interesa especialmente, a los efectos que aquí se tratan, el artículo 117.1, donde se explica que “la justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley”. Creo que es importante destacar el hecho de que la justicia pertenece al pueblo, a la ciudadanía, y solo la administración de la misma corresponde a quienes integran el poder judicial, jueces y magistrados, aunque también juezas y magistradas, ya que nuestra norma fundamental usa repetidamente el masculino genérico.

			¿Por qué se resalta especialmente esto? Pues, ni más ni menos, porque es esencial tener siempre presente quien es el verdadero titular de la justicia, para no olvidar a quien pertenece y a quien se dirige. Ello debería llevar a concluir que la visión de la justicia no puede permanecer anclada en cánones de otra época, en que se entendía como algo ajeno al pueblo y casi totalmente desligado de él. Partiendo de ese punto de vista es necesario que la ciudadanía deba sentir y comprender la justicia como propia, y no como algo lejano. Y por ello, en consecuencia, surge la necesidad de emplear un lenguaje claro en su forma, y un contenido que, sin dejar de aplicar la ley, recoja el sentir de la sociedad. Y el interpretar y aplicar las normas conforme al principio de igualdad de hombres y mujeres no solo es recoger una demanda social, sino que es aplicar el espíritu de la Constitución y de los convenios internacionales de los que España forma parte. En eso consiste, en esencia, juzgar con perspectiva de género.

			La Administración de Justicia, por su parte, es el conjunto de medios personales y materiales existentes para impartir Justicia. Es frecuente que en el lenguaje común se empleen ambos términos como sinónimos, pero no lo son, y esto es más trascendente de lo que a primera vista parece. Cuando se habla de “justicia patriarcal”, término empleado para protestar por resoluciones judiciales que se consideran machistas, es importante saber a qué acepción nos estamos refiriendo. En términos generales, “justicia patriarcal” sería el antónimo de “justicia con perspectiva género”, y es esencial determinar si la misma puede predicarse de nuestra justicia, de quienes la administran, o solo de parte de ellos.

			Si entendemos que el término “justicia patriarcal” viene referido a la Justicia en general, -la Justicia con mayúsculas-, es difícil sostener que esta pueda tener alguna connotación negativa. Partiendo de la definición de la misma que se ha dado, es prácticamente imposible conjugar ambos términos –“justicia” y “patriarcal”- juntos. Sería algo así como decir que la Justicia es injusta, algo tan contradictorio como hablar de “solidaridad insolidaria” o “valentía cobarde”. Así que cuando se habla de “justicia patriarcal” ha de referirse forzosamente a la Administración de Justicia.

			Otro concepto íntimamente relacionado con el anterior es el de “Poder Judicial”. El poder judicial, uno de los tres poderes del Estado según el esquema de Montesquieu – ejecutivo, legislativo y judicial-, está formado por todos los jueces y magistrados, juezas y magistradas, que ejercen la jurisdicción. Es decir, por los miembros de la judicatura que están en activo y realizando un servicio dentro de la carrera judicial. Quedan fuera, por tanto, quienes se encuentran en excedencia, servicios especiales o han cesado por incapacidad o jubilación. Hasta aquí resulta claro, pero hay algún caso en que no lo resulta tanto.

			El Consejo General del Poder Judicial, como órgano, no forma parte del poder judicial. Según se ha dicho reiteradamente, es el órgano de gobierno de los jueces pero no actúa como juez ni ejerce jurisdicción. Cosa distinta es que sí lo hagan algunos de sus miembros, los que pertenecen a la carrera judicial y siguen sirviendo su destino. Conviene recordar en este punto que la última reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial estableció un sistema según el cual quienes pertenecían al mismo seguirían cumpliendo sus funciones en juzgados y tribunales, salvo quienes formen parte de la comisión permanente. Por tanto, pertenecerán al poder judicial en cuanto a jueces o juezas de su respectivo órgano jurisdiccional, no en cuanto a miembros del Consejo.

			De otra parte, y por el contrario de lo que se cree muchas veces, los miembros del Tribunal Constitucional tampoco integran el poder judicial, por más que su denominación de “magistrados” –en su regulación habla de magistrados, aunque hay que entender incluidos magistrados y magistradas-. Se trata de un órgano constitucional que vela por la adecuación de leyes, disposiciones y resoluciones a la normativa constitucional, pero no es una segunda ni una tercera instancia. Por eso, cuando, hablando de una sentencia, se dice que todavía queda recurso ante el Constitucional cuando ya ha sido resuelta la cuestión por el Tribunal Supremo, se incurre en un error. Las sentencias son firmes con la resolución del Tribunal Supremo. Solo en el caso de que haya una vulneración de derechos y se den los requisitos cabe acudir al Tribunal Constitucional. Y éste nunca dicta otra sentencia sino que, de prosperar, anula la sentencia o resolución de que se trate. 

			Haciendo un inciso respecto de dicho Tribunal, no se puede pasar por alto una circunstancia cuanto menos curiosa, la de su composición abrumadoramente masculina. Resulta paradójico que un órgano que tiene encomendada la defensa de los derechos fundamentales ignore en su propia composición algo tan importante como la paridad.

			Por último en lo tocante al Poder Judicial, cabe preguntarse qué posición ocupa respecto del mismo el Ministerio Fiscal. La respuesta no es fácil, y la ley contribuye a esta ambigüedad con su propia dicción. Según el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal de 1981, el Ministerio Fiscal se integra con autonomía en el poder judicial. Lo cual es poco menos que decir ni sí ni no, sino todo lo contrario. No obstante, baste con quedarse con la idea de que no se trata de poder judicial en sentido estricto por cuanto los y las fiscales no ejercen jurisdicción propia, pero que se trata de una labor íntimamente ligada con el mismo y sin la cual no puede existir. Judicatura y fiscalía son dos patas de un mismo banco, y los miembros de una y otra tienen la misma formación e idéntica categoría profesional.

			Así pues, y hechas estas precisiones sobre cada uno de los términos, quedaría por responder a una de las cuestiones ya enunciadas. Cuando se habla de “justicia patriarcal” ¿a cuál de estos conceptos de “justicia” se alude?

			Como ya comenté, en modo alguno puede venir referido a la “justicia” considerada en abstracto. Por ello, estaría más cerca de adjetivar a la Administración de Justicia, en cuanto a conjunto de medios y personas que se encargan de impartir justicia. En este sentido, no puede afirmarse que exista una estructura organizada y reconocida que se instaure sobre la concepción patriarcal de la sociedad. Si así fuera, las normas que lo establecieran serían de todo punto inconstitucionales. 

			Por ello, en mi opinión, se trataría más bien de algo que viene referido a resoluciones concretas, y no a un sistema organizado. Solo si ese tipo de resoluciones fueran mayoritarias, podría tildarse de “patriarcal” a la Administración de Justicia. Pero, por fortuna, hay muchas actuaciones judiciales, del Ministerio Fiscal y de otros operadores jurídicos que no revisten estos caracteres. De ahí el peligro de las generalizaciones. Y de ahí, también la necesidad de aplicar esa perspectiva de género de la que hablamos para impedir el efecto contrario.

			Quedaría entonces, en cuanto a estas primeras precisiones terminológicas, hablar del concepto de “perspectiva de género”

			Ninguna duda suscita el término “perspectiva”, que hace alusión al modo de enfocar o de ver alguna cosa. Precisamente por eso se habla también de “enfoque de género” o “visión de género”, y, muy gráficamente, se ha venido identificando con ponerse las gafas violetas.

			El término “género” sin embargo, sí planteó alguna polémica, sobre todo desde sectores lingüísticos pretendidamente puristas. Sostenían que el género era una categoría gramatical, y que sería más correcto hablar de “sexo”. Pero, a pesar de que todavía hay algunas reticencias, ha acabado siendo comúnmente admitido el término “género” como aquel que hace referencia no solo a las características diferenciadoras de hombres y mujeres, sino que también engloba la búsqueda de la igualdad de derechos. Este es también el sentido en que se emplea en organismos internacionales en los que España es parte.

			Como decía, aplicar la perspectiva de género es ver las cosas con las gafas violetas de la igualdad. Algo que nos permite apreciar cosas que de otro modo no veíamos. Pondré un ejemplo para ello. Recordemos la canción “El preso número 9” que cantaba Joan Baez en los 70 y era un alegato contra la pena de muerte. Si atendemos a su letra –el preso estaba condenado a muerte porque mató a su mujer y a un amigo desleal-, descubriremos sin mucho esfuerzo que hay un claro caso de violencia de género y una empatía con el maltratador y no con la víctima. Pues bien, sin perjuicio de que dicho tema era fruto de una época y tenía un fin concreto y loable –denunciar la pena de muerte-, nunca hubiera pasado el filtro de las gafas violetas.

			Así que de todo lo anterior resulta fácil concluir que aplicar la perspectiva de género a la justicia no es otra cosa que ponerse las gafas violetas para impartirla. Así de sencillo y así de complicado.

			2.2. Violencia machista, violencia de género, violencia doméstica

			Todo el mundo cree saber lo que es violencia de género, un concepto que no existía en nuestra legislación, y mucho menos en nuestro lenguaje cotidiano, hasta el año 2004, en que se promulgó la ley integral contra la violencia de género (Ley orgánica 1/2004). También todo el mundo cree saber en qué consiste la violencia machista, o la violencia contra las mujeres. Y, aunque la mayoría de gente tiene una idea bastante aproximada de qué se trata, lo que muchas veces se desconoce es que no se trata de conceptos sinónimos, aunque muchas veces se identifiquen. Y que los términos legislativos y gramaticales no siempre coinciden, lo que lleva a aumentar la confusión al respecto.

			El término “violencia de género” es un concepto legal, y como tal viene definido en la LO 1/2004 en su artículo 1.1, a cuyo tenor es “la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia”. El número 3 de este mismo artículo, determina el contenido de esa violencia, diciendo que “la violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad”.

			Por su parte, la reforma de 2015 modificó el número 2 del precepto estableciendo, en cuanto a los sujetos, que “por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela, o guarda y custodia, víctimas de esta violencia”, en lo que se dio en considerar una ampliación del concepto de víctimas de violencia de género que en realidad no es tal. Veremos a continuación el porqué de esta formación.

			Lo primero que hay que destacar de esta definición legal es lo relativo a los sujetos de la violencia de género. El sujeto activo siempre será un hombre, y el sujeto pasivo siempre será una mujer, teniendo que existir o haber existido entre ellos, forzosamente, una relación matrimonial o análoga al matrimonio, incluyendo entre ellas las relaciones de noviazgo y similares, aunque no haya existido convivencia. De este se deducen dos cuestiones de capital importancia.

			La primera vendría dada porque, en nuestro Derecho, para que se considere que un delito se ha cometido en el ámbito de la violencia de género es imprescindible que exista o haya existido una relación de pareja entre autor y víctima. Esta fue la opción por la que se decantó el legislador de 2004, a pesar de que muchas convenciones internacionales ampliaban el concepto a todas las agresiones que hundían su raíz en el machismo y la desigualdad de géneros. Y si bien es cierto que entre las medidas del Pacto de Estado contra las violencias machistas de 2017 se incluía la intención de ampliar el ámbito subjetivo en este sentido, todavía no se ha puesto en marcha ninguna iniciativa legislativa al respecto, a pesar de que el Convenio de Estambul, suscrito por España, también se movía en esos parámetros.

			La segunda cuestión sería la de la teórica ampliación del concepto de víctimas a raíz de la reforma del nº 2 del artículo en los términos transcritos. Pues bien, se puede afirmar que esa ampliación no es tal, o no lo es, al menos, en sentido completo. Lo que el precepto hace no es otra cosa que permitir la ampliación de la aplicación de las medidas que prevé la ley a los menores –sean hijos o hijas o no lo sean- incluidos en este ámbito de convivencia y que, por tanto, sufren esta violencia, a quienes se refiere como “víctimas”. Y, ciertamente, implica un avance al hacerlos acreedores por sí mismos de medidas asistenciales y de protección. Pero, al no haberse incluido en el Código Penal ningún precepto que sancione un hecho distinto de un maltrato directo sobre el mismo –aunque sí existe una agravación cuando el hecho se comete “en presencia de menores” en el caso del maltrato de obra y las amenazas-, su consideración de víctima de un delito no queda todo lo definida que sería necesario. Se ha manejado a estos efectos la diferenciación entre ser “víctima directa” e “indirecta”, según los malos tratos hayan sido inferidos directamente al niño o niña o se hayan limitado en convertirlo en testigo de ello. Pero esa diferenciación no deja de ser artificiosa, por qué ¿no es igual de grave el sufrimiento de un niño que ve constantemente como su madre es humillada? ¿No va a provocar graves consecuencias en su desarrollo?
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